
26 de Febrero de 2008.
Presidente: Dip. José Refugio Sandoval Rodríguez.
Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:
A.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una iniciativa para reformar los artículos 67 fracción XVII, 73 fracción V, 145 y 146 y adicionar la fracción VII al artículo 138 de la Constitución Política del Estado de Coahuila, sobre “Modificación del procedimiento de designación de los Magistrados del Poder Judicial del Estado”, planteada por los Diputados Jorge Arturo Rosales Saade, José Francisco Cortés Lozano, José Antonio Jacinto Pacheco y Luis Alberto Mendoza Balderas, del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada”, del Partido Acción Nacional.
B.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a un oficio recibido con fecha 5 de febrero del año en curso, mediante el cual el C. Ernesto Caldera Correa, Secretario del Ayuntamiento de San Pedro, Coahuila, informa sobre el fallecimiento del C. Profesor José Aguilar Chairez, Décimo Regidor del mismo ayuntamiento.
C.-
Dictamen presentado por la Comisión de Cultura y Actividades Cívicas, con relación a una iniciativa de decreto para instituir benemérito coahuilense al General Lázaro Cárdenas del Río, e inscribir con letras doradas su nombre en el muro de honor del Salón de Sesiones del Congreso del Estado, presentada por los Diputados Alfio Vega de la Peña, Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke y Leocadio Hernández Torres, así como los demás integrantes del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.
D.-
Dictamen presentado por la Comisión de Planeación y Desarrollo, con relación a una proposición con punto de acuerdo sobre “Solicitud a las empresas e instituciones que realizan la actividad de casas de empeño, para que se adhieran a la Norma PROY-NOM-179-SCFI-2006, servicio de mutuo con interés y garantía prendaria”, planteada por los Diputados José Luis Alcalá de la Peña, José Luis Moreno Aguirre, Román Alberto Cepeda González, Antonio Juan Marcos Villarreal, Juan Carlos Ayup Guerrero, Jorge Antonio Abdala Serna y Raúl Xavier González Valdés, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.
E.-
Dictamen presentado por la Comisión de Planeación y Desarrollo, con relación a una proposición con punto de acuerdo, sobre “Mejoramiento de los usos de suelo en los fraccionamientos urbanos de tipo popular”, planteada por el Diputado José Luis Alcalá de la Peña, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.
F.-
Dictamen presentado por la Comisión de Planeación y Desarrollo, con relación a una proposición con punto de acuerdo sobre “Solicitud a que se ponga mayor atención en la norma oficial mexicana de emergencia 011, en materia de verificación, aprobada por el Senado de la República, en noviembre de 2004”, planteada por el Diputado Alfredo Garza Castillo.
G.-
Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Planeación y Desarrollo y del Trabajo y Previsión Social, con relación a una proposición con punto de acuerdo sobre “Exhorto a los 38 municipios del Estado de Coahuila, para que se les invite a que dentro de su administración, cualquier persona que solicite trabajo y esté apto para desarrollarlo, lo tendrá, independientemente de que sea mujer o se encuentre en estado de gravidez”, planteada por los Diputados, Alfio Vega de la Peña, José Luis Moreno Aguirre, Raúl Xavier González Valdés, Jesús María Montemayor Garza, Antonio Juan Marcos Villarreal y Jorge Antonio Abdala Serna, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.
H.-
Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Planeación y Desarrollo y del Trabajo y Previsión Social, con relación a una proposición con punto de acuerdo sobre “Problema de las pensiones en México”, planteada por los Diputados Demetrio Antonio Zúñiga Sánchez, José Luis Moreno Aguirre, Raúl Xavier González Valdés, Jesús María Montemayor Garza y Jorge Antonio Abdala Serna, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.
DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa para reformar los artículos 67 fracción XVII, 73 fracción V, 145 y 146 y adicionar la fracción VII al artículo 138 de la Constitución Política del Estado de Coahuila, propuesta por los C. C. Diputados Jorge Arturo Rosales Saade, José Francisco Cortés Lozano, José Antonio Jacinto Pacheco y Luis Alberto Mendoza Balderas, del Grupo Parlamentario “ Vicente Fox Quesada ” , del Partido Acción Nacional; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 24 de Abril del pasado año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa para reformar los artículos 67 fracción XVII, 73 fracción V, 145 y 146 y adicionar la fracción VII al artículo 138 de la Constitución Política del Estado de Coahuila, propuesta por los C. C. Diputados Jorge Arturo Rosales Saade, José Francisco Cortés Lozano, José Antonio Jacinto Pacheco y Luis Alberto Mendoza Balderas, del Grupo Parlamentario “ Vicente Fox Quesada ” , del Partido Acción Nacional; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa para reformar los artículos 67 fracción XVII, 73 fracción V, 145 y 146 y adicionar la fracción VII al artículo 138 de la Constitución Política del Estado de Coahuila, propuesta por los C. C. Diputados Jorge Arturo Rosales Saade, José Francisco Cortés Lozano, José Antonio Jacinto Pacheco y Luis Alberto Mendoza Balderas, del Grupo Parlamentario “ Vicente Fox Quesada ” , del Partido Acción Nacional, se basa en las consideraciones siguientes:

La designación de los magistrados es el primer acto político en el que se garantiza la independencia del poder judicial. El modelo vigente, sin embargo, no es una garantía de independencia judicial; al contrario, es idóneo pero para propiciar que el perfil del magistrado designado sea dependiente a los intereses del gobernador en turno: se designa cada sexenio, se hace por el Gobernador con la ratificación de la mayoría de su partido en el Congreso y en ocasiones no son los mejores perfiles los que se seleccionan, por lo que es el privilegio discrecional el criterio principal para elegir al que va representar la judicatura en Coahuila.

Esta situación debe cambiar. Debe garantizarse un modelo de acceso a la judicatura bajo criterios de selección profesional y no discrecional. Más cuando últimamente el Tribunal Superior de Justicia se ha convertido en el Tribunal Constitucional Local que le corresponde defender las normas y principios constitucionales de la entidad; e incluso en los órganos judiciales electorales y administrativas se requieren gente profesional e independiente. Necesitamos magistrados que sean juristas ejemplares, reconocidos por su capacidad. experiencia y honorabilidad públicas, no personas que sin reconocimiento y trayectoria amplia como profesionales del derecho. son nombrados únicamente para defender los intereses particulares de la clase política en el poder. Debemos evitar que el poder judicial se convierta en otro botín a repartir por quien llegue al poder, en donde en lugar de que los jueces defiendan a la Constitución, se defienda la línea dictada por el poder ejecutivo, cometiendo acciones como: poner y quitar jueces y secretarios a su antojo y resolver en contra de la ley, distanciándose de la justicia.

Por tal razón, la garantía de la designación de los magistrados debe implicar un modelo de meritocracia judicial: dar la magistratura a quien más y mejores méritos profesionales y morales tiene, que lo hacen ser el, más idóneo para impartir justicia, por su perfil autónomo, capaz y honorable plenamente demostrados en su trayectoria pública. Es incluso una demanda de la sociedad. Es recurrente observar que cada seis años la comunidad jurídica se inconforma por la integración del poder judicial, sobre todo porque los perfiles elegidos son inexpertos, de pobre trayectoria y altamente vinculados con la cúpula del Poder, representada por los gobernantes en turno, lo cual los hace fácil presa de la cooptación y de la línea política.

Debemos, por tanto, transitar de un modelo clientelar de designación de magistrados a uno meritocrático que ponga en libre competencia a los que puedan aspirar realmente a dignificar la función judicial. Los antecedentes y las capacidades personales deben ser los criterios relevantes a ponderar para designar a los magistrados en un procedimiento que debe tener las características siguientes:

1. El derecho de cualquier persona que reúna los requisitos de ley, y participar libremente en la designación para ser magistrado, a fin de hacer efectivo el derecho fundamental a ocupar un cargo público previsto en el artículo 19, fracción I de la Constitución Local.

En efecto, hoy en día la participación es limitada. Solo pueden participar, en primer lugar, los que el Consejo de la Judicatura determine enviar al Ejecutivo, que por lo regular es una lista que el mismo día de la sesión envía el gobernador en turno al presidente del tribunal para que la ratifique el consejo. Pero solo podrán ser electos como magistrados los que se determinen por el Ejecutivo en su terna que presenta ante el Congreso, sin que exista exámenes por oposición, entrevistas en el congreso, propuestas de los grupos parlamentarios, votos calificados, etc. Lo que existe nada más es el mayoriteo del partido en el poder, y por ende, del grupo parlamentario que domina la legislatura.

Por tanto, es conveniente establecer un libre acceso: que todo profesional de derecho que reúna los requisitos legales, la reputación honorable, una trayectoria notable y, que se sienta merecedor al cargo, participe con sus méritos y deméritos con otros, sin que exista una descalificación por anticipado.

2. El derecho a exponer la carrera profesional en un procedimiento público. Es decir, el que pretenda ser magistrado debe exponer al público toda su trayectoria y someterse al escrutinio público, no sólo de los representantes populares, sino de la sociedad en general. Lo importante es exponer los méritos y los deméritos de cada aspirante a una discusión pública, que sí sea responsable y rigurosa, porque justamente lo que se pretende es conocer lo que una persona a hecho y puede hacer en un cargo, para saber si es merecedora o no a la alta judicatura en el estado.

3. La obligación de transparentar el patrimonio del aspirante. Esta obligación contribuye a garantizar la honorabilidad de los magistrados, pues es importante que todo aquel que pretenda ejercer la facultad de resolver controversias tenga comprobada de su honestidad, lo cual se logra dando a conocer su patrimonio, lo cual será una referencia durante todo el ejercicio del cargo para evitar su enriquecimiento ilícito. Es un modelo como en la Argentina, en donde los magistrados tienen que hacer público su patrimonio para eliminar la corrupción judicial.

4. La designación calificada por un órgano plural, previo examen de oposición y entrevistas públicas. Es importante que la judicatura no sea designada por el Ejecutivo para evitar su vinculación política, sino que represente la pluralidad de un congreso que se vea obligado a un consenso calificado y que, por tanto, no sea por mayoría la designación, como actualmente sucede en donde el Ejecutivo designa de antemano al magistrado y el trámite en el congreso se convierte en eso, en un mero trámite. Pues lo que importa es que además de una votación calificada, los aspirantes hayan pasado un examen de oposición y sean sometidos a entrevistas públicas, para que así los grupos parlamentarios puedan hacer sus propuestas.

Con esta iniciativa se pretende, pues, modificar el procedimiento de designación de los magistrados para que Coahuila pueda contar con los mejores hombres y mujeres que se hayan distinguido en la comunidad de juristas local.

La propuesta se resume así:

- Establecer la posibilidad de que cualquier persona que reúna los requisitos y el perfil de ley, participe en la selección para ser magistrado, ampliando el derecho a ser electo a un cargo público, porque cualquier persona se podría proponer así misma, en lugar de ser propuesta por la clase gobernante, especialmente el Poder Ejecutivo y el Judicial.

- Establecer la obligación del aspirante a hacer público su patrimonio para poder participar. En cualquier momento, cualquier persona podría solicitar información adicional de sus datos patrimoniales de él, su cónyuge y su descendencia dependiente.

- Eliminar la designación hecha por el gobernador ratificada por la mayoría de su partido, para sustituirla por el voto de las dos terceras partes del Congreso, a propuesta de las temas que cada grupo parlamentario podría presentar.

- Establecer un examen de oposición para cada aspirante con jurado imparcial, reconocido en la comunidad jurídica y avalado por una institución de educación superior acreditada en la materia del derecho.

- Establecer un sistema de comparecencia pública de cada aspirante en el seno del Congreso.

- Establecer la publicidad del procedimiento de designación de los magistrados, el cual estará sujeto a la crítica y escrutinio público. En cualquier momento, cualquier persona podrá acceder a la información y datos personales que obren en el expediente de cada aspirante, sin ninguna limitación, y podrá difundirla. {¡ El que nada debe, nada teme!}

- Establecer que en caso de no lograrse la votación calificada, el Consejo de la Judicatura hará una designación provisional que podrá ser ratificada por el Congreso en el próximo período ordinario; pero si no se ratifica ni tampoco se vuelve a alcanzar la votación requerida, entonces entre los propuestos por cada grupo parlamentario se hará un sorteo público y transparente.

TERCERO.-  Dispone el artículo 141 de la Constitución Política del Estado y su correlativo el 1° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que la justicia se imparte en nombre del pueblo y se administra por el Estado a través de la función jurisdiccional, ejercida por magistrados y jueces integrantes del Poder Judicial, independientes, imparciales, responsables y sometidos únicamente al imperio de la Ley, añadiendo el segundo de los ordenamientos mencionado, que el ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, corresponde exclusivamente a los órganos del Poder Judicial en los negocios que les encomienden las leyes, según los procedimientos que las mismas establezcan.

Es pues la independencia judicial uno de los presupuestos de la función jurisdiccional. En el caso que nos ocupa, los autores de la iniciativa proponen la reforma a los artículos 145 y 146 de la Constitución Política del Estado porque consideran que el sistema actual para designar a los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia no garantiza su independencia.

En efecto,  sostienen los ponentes que el modelo vigente es idóneo para propiciar la dependencia de los magistrados designados al gobernador en turno, ya que este es quien los designa con la ratificación de la mayoría de su partido en el Congreso. Se requiere de juristas ejemplares, reconocidos por su capacidad, experiencia y honorabilidad públicas; la designación de los magistrados debe implicar un paradigma de meritocracia judicial.

Así las cosas:

· Toda persona que satisfaga los requisitos de la ley puede aspirar a la magistratura, y no sólo quienes sean propuestos por el Consejo de la Judicatura.

· Se debe hacer del conocimiento  público la trayectoria del aspirante.

· Se debe trasparentar el patrimonio del aspirante, que contribuye a garantizar la honorabilidad de los magistrados.

· El aspirante debe someterse a exámenes de oposición

· El magistrado debe ser designado por las dos terceras partes del Congreso, a propuesta de las ternas que cada grupo parlamentario podrá presentar.

· Los aspirantes deberán comparecer ante el Congreso.

· De no lograrse la votación calificada, el Consejo de la Judicatura hará una designación provisional, que podrá ser rarificada por el Congreso en el siguiente período ordinario.

· Si no se ratifica, ni se obtiene la  votación requerida, entre los propuestos por cada grupo parlamentario se hará un sorteo público y transparente.

La independencia judicial es un imperativo en un Estado de derecho; más que establecida a favor de los jueces, lo está en pro de los justiciables, del pueblo en general, que en ese principio tiene la garantía de su libertad individual. “ Como ha escrito Stier-Somlo, - citado por José Castán Tobeñas  en su obra “ Poder Judicial e Independencia Judicial,- << en la independencia de los Tribunales; que han de quedar al margen de cualquier influencia política por parte del Poder legislativo y del Poder ejecutivo, radica el sólido baluarte de la verdadera libertad.>>

Establecido lo anterior, doctrinal y legalmente, la independencia judicial conlleva una doble exigencia:

a. Que la magistratura esté al margen de las funciones políticas, incluso la de la formulación de las normas jurídicas.

b. Que esté totalmente sustraída a las  influencias políticas.

En lo que al primer supuesto se refiere, la independencia judicial va unida al principio de la sumisión del juez a la ley.

 En el caso nuestro, tal principio encuentra consagración constitucional y legal en los artículos 141 de la Constitución Política del Estado y 1° de la Ley Orgánica del Poder Judicial; la sumisión del juez a la ley implica que los demás poderes queden sujetos al Poder Judicial en cuanto sea necesario para asegurar el respeto por los mismos de las leyes.

Por lo que al principio de neutralidad política de la magistratura se refiere, en forma alguna desconoce la calidad personal  y ciudadana del juez y su deber para con la Patria y las convicciones políticas que pueda tener; pero si exige que haga justicia y no servicios.

Sentado lo anterior, por su pertinencia, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, estima oportuno transcribir la opinión de Oscar Rabasa, citado también por Castán Tobeñas, en la obra antes mencionada. 

“ El sistema de designación de los jueces por elección popular consiste generalmente en la elección, directa o indirecta, en diversos grados, por las personas que ejercen el sufragio popular, aun cuando se han propuesto otros sistemas de elección por colegios o agrupaciones de abogados, juristas y de otros elementos semejantes. En la práctica se ha observado, sin embargo, que si el sistema de elección tiene la ventaja de asegurar la independencia absoluta del juzgador ( ? ), adolece de dos graves inconvenientes: 1° Si es cierto que los jueces se designan con absoluta independencia del Poder ejecutivo, en cambio quedan sujetos a las asambleas o cuerpos electorales que los eligen, y pierden su austeridad de magistrados para asumir el carácter de políticos.2° Por la misma causa, y no precisamente por una incapacidad innata, los cuerpos electorales que intervienen en la designación de los jueces, no hacen generalmente una buena elección. Además de que, como la actuación del juez es profesional, su designación debe ser permanente; mas si se le nombra por tiempo indefinido, se contraría el requisito fundamental de que los cargos de elección popular deben ser temporales, si se quiere conservar las instituciones democráticas.”

Sentado lo anterior y en el caso particular que nos ocupa, la propuesta en cuestión no sólo priva al Poder Judicial de que sea él quien proponga a sus magistrados, sino que también elimina la participación del Ejecutivo, para dejar la designación totalmente en manos del Poder Legislativo.

Contra lo que sostienen los autores de la Iniciativa, no es verdad que el sistema actual de elección de los Magistrados del Poder Judicial someta a los magistrados electos a los intereses del gobernador en turno y por consiguiente vulnere su independencia; pues contra lo que se afirma, al participar la totalidad de los poderes en la elección de los magistrados, se garantiza perfectamente su independencia y capacidad, ya que el Consejo de la Judicatura, órgano del Poder Judicial, se integra entre otros miembros, además de los del Poder Judicial, con un representante del Poder Ejecutivo y uno del Legislativo,  y propone al Ejecutivo la lista de candidatos a acceder a la Magistratura, siendo el Legislativo quien otorga o niega la aprobación de los nombramientos hecha por el Ejecutivo; luego, ante este procedimiento, en el que, se reitera, intervienen la totalidad   de los Poderes del Estado, no es verdad que los magistrados electos queden supeditados a los intereses del gobernador en turno. Por lo demás, no resulta ocioso señalar que para la elección de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la Constitución General de la República establece un sistema parecido, con la salvedad de que no interviene el Poder Judicial y de  que en determinados supuestos la elección queda en manos del C. Presidente de la República.

A mayor abundamiento, contrario a lo que se sostiene por los autores de la Iniciativa, su propuesta no es garantía de una buena elección y mucho menos de independencia judicial, pues su propuesta politiza la designación de magistrados, ya que muchas de las veces, para alcanzar la mayoría calificada necesaria para acceder a la nominación,  las Fracciones Parlamentarias tendrán que establecer consensos; y de ser así, los magistrados electos por el Congreso, ya no lo serán tanto por sus méritos, sino por negociaciones parlamentarias, quedando por ello sujetos tanto a los intereses de la fracción que los propuso y cuya designación sacó adelante, como a los del partido político que esa fracción representa en el Congreso, con lo cual la independencia judicial desaparece dados los intereses políticos a los que tiene que responder el Magistrado designado.

Por lo demás, en el supuesto de que no se logre ese consenso ni la mayoría calificada, la propuesta de que el Consejo de la Judicatura nombre un magistrado provisional, que podrá ser o no ratificado por el Congreso en el siguiente  período ordinario de sesiones; y de no serlo,  entre los propuestos por cada grupo parlamentario se haga un sorteo público, implica desconocer la esencia de la  función jurisdiccional.

En efecto, la función jurisdiccional es técnica, requiere de personal especializado que se interiorice en el conocimiento de los negocios sobre los que habrá de juzgar; y el hecho de que se nombre magistrados provisionales demerita sensiblemente la administración de justicia, pues no habrá oportunidad de que estudien con el debido detenimiento ni la debida reflexión los asuntos que habrán de juzgar, a la par que se impedirá  el buen funcionamiento en general del Poder Judicial, con la consiguiente inseguridad para los justiciables y para garantizar un Estado de Derecho.

Finalmente, el designar a los magistrados por sorteo público, no garantiza que los                    “ agraciados ” sean los mejores, quedando una institución tan delicada  y sensible como es la administración de justicia en un procedimiento aleatorio; eso si,  respondiendo a una cuota de poder de la fracción parlamentaria que propuso a quien obtuvo “ el premio ”.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

D I C T A M E N

ÚNICO.-  Por las razones expuestas, deberá desestimarse la Iniciativa para reformar los artículos 67 fracción XVII, 73 fracción V, 145 y 146 y adicionar la fracción VII al artículo 138 de la Constitución Política del Estado de Coahuila, propuesta por los C. C. Diputados Jorge Arturo Rosales Saade, José Francisco Cortés Lozano, José Antonio Jacinto Pacheco y Luis Alberto Mendoza Balderas, del Grupo Parlamentario “ Vicente Fox Quesada ” , del Partido Acción Nacional.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, 25 de febrero de 2008.
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Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésima Séptima Legislatura, con relación a un oficio recibido con fecha 5 de febrero del año en curso, mediante el cual el C Ernesto Caldera Correa Secretario del Ayuntamiento de San Pedro Coahuila, informa sobre el fallecimiento del C. Prof. José Aguilar Chairez décimo Regidor del mismo Ayuntamiento; y. 

RESULTANDO

PRIMERO. Que este Congreso recibió oficio del C Ernesto Caldera Correa, Secretario del Ayuntamiento de San Pedro Coahuila, mediante el cual se informa el fallecimiento del C. Prof. José Aguilar Chairez décimo Regidor del Ayuntamiento en la actual administración municipal como integrante de la planilla propuesta por el Partido de la Revolución Democrática. 

SEGUNDO. Que el escrito fue turnado a esta Comisión, para su estudio y dictamen, y; 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que con fecha 5 de febrero de año en curso la Diputación Permanente dispuso se turnara a esta Comisión de Gobernación el oficio referido para su estudio y dictamen, determinándose así mismo que esta Comisión es competente para emitir el presente Dictamen, lo anterior de acuerdo a lo previsto por los artículos 103, 132 y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.
SEGUNDO. Que el día 18 de octubre de 2005, se publicó en el Periódico Oficial del Estado, la lista de integración de cabildos de los Ayuntamientos electos que estarían en funciones durante el período comprendido del 2006 - 2009. 

TERCERO. Que conforme a lo anterior, el Profr. José Aguilar Chairez fue electo para desempeñar el cargo de Décimo Regidor del Ayuntamiento de San Pedro Coahuila. 

CUARTO. Que el día veinticuatro de enero del año en curso, falleció el Prof. José Aguilar Chairez, como lo hace de nuestro conocimiento el C Ernesto Caldera Correa, Secretario del Ayuntamiento de San Pedro Coahuila, mediante el oficio número 0285/01/2008 de fecha 31 de enero del año en curso. 

QUINTO. Que en el caso de falta absoluta de un Regidor del Ayuntamiento, el artículo 58 del Código Municipal en relación con el 59 del mismo ordenamiento legal, faculta al Congreso del Estado, para nombrar a los sustitutos que deberán cubrir las vacantes de los munícipes de los Ayuntamientos del Estado. 

SEXTO. Que la designación del sustituto de un Regidor electo por el principio de mayoría relativa, debe realizarse a favor de un candidato que figure en la lista de suplentes de Regidores que fue propuesta por cada partido político o coalición para ese efecto, de acuerdo a lo dispuesto en la fracción VI del artículo 26 de la Ley de Instituciones Políticas y Procedimientos Electorales para el Estado de Coahuila.
SÉPTIMO. Que teniendo a la vista la lista de suplentes publicada en el periódico Oficial del Estado en la fecha antes señalada, registrada por el Partido de la Revolución Democrática, para la elección de Ayuntamientos, esta Comisión propone a el Prof. Leonel Ortiz Orozco, en virtud de encontrarse dentro de dicho listado, lo anterior con el fin de que el Pleno de este Congreso lo designe como Décimo Regidor del Ayuntamiento de San Pedro Coahuila. 

En virtud de lo anterior, esta Comisión somete a consideración, discusión y, en su caso, aprobación, el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO. Se designa al C. LEONEL ORTIZ OROZCO como Décimo Regidor, dentro del Ayuntamiento de San Pedro Coahuila, Coahuila, en sustitución del C. JOSE AGUILAR CHAIREZ. 

SEGUNDO. Comuníquese en forma oficial al Ayuntamiento de San Pedro, Coahuila, la designación del C. LEONEL ORTIZ OROZCO, a efecto de que se le llame a rendir protesta y se incorpore a sus funciones como Décimo Regidor, dentro del Ayuntamiento de San Pedro, Coahuila, así mismo comuníquese lo anterior al Ejecutivo del Estado, para los efectos procedentes. 

TRANSITORIO

ÚNICO. Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Francisco Saracho Navarro (Coordinador), Diputado Román Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio Zúñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela, Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo Coahuila, a 25 de Febrero de 2008. 
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DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE CULTURA Y ACTIVIDADES CÍVICAS, DE LA QUINCUAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA  DEL CONGRESO DEL ESTADO, RELATIVO A LA INICIATIVA DE DECRETO PARA INSTITUÍR BENEMÉRITO COAHUILENSE AL GENERAL LÁZARO CÁRDENAS DEL RÍO, E INSCRIBIR CON LETRAS DORADAS SU NOMBRE EN EL MURO DE HONOR DEL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO DEL ESTADO, PRESENTADA POR LOS DIPUTADOS ALFIO VEGA DE LA PEÑA, JEANNE MARGARET SNYEDELAAR HARDWICKE Y LEOCADIO HERNÁNDEZ TORRES, ASÍ COMO LOS DEMÁS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "JESÚS REYES HEROLES" DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

R E S U L T  A N D O 

PRIMERO.- Que en la sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 18 de Diciembre de 2007, se dio segunda  lectura a la Iniciativa de Decreto para instituir Benemérito Coahuilense al General Lázaro Cárdenas del Río, e inscribir con Letras Doradas su nombre en el Muro de Honor del Salón de Sesiones del Congreso del Estado, planteada por los Diputados Alfio Vega de la Peña, Jeanne Margaret Snyedelaar Hardwicke y Leocadio Hernández Torres, así como los demás integrantes del Grupo Parlamentario "Jesús Reyes Heroles" del Partido Revolucionario Institucional

SEGUNDO.- Que en cumplimiento a lo que dispuso el Pleno del Congreso, se turnó a esta Comisión de Cultura y Actividades Cívicas, la Iniciativa de Decreto para instituir Benemérito Coahuilense al General Lázaro Cárdenas del Río, e inscribir con Letras Doradas su nombre en el Muro de Honor del Salón de Sesiones del Congreso del Estado; lo anterior de conformidad con lo dispuesto por los artículos 124, 199, 251 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.   

C O N S I D E R A N D O 

PRIMERO.- Que esta Comisión es competente para conocer del asunto turnado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 124, fracciones IV y V, 132 y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de Decreto para instituir Benemérito Coahuilense al General Lázaro Cárdenas del Río, e inscribir con Letras Doradas su nombre en el Muro de Honor del Salón de Sesiones del Congreso del Estado, planteada por los Diputados Alfio Vega de la Peña, Jeanne Margaret Snyedelaar Hardwicke y Leocadio Hernández Torres, así como los demás integrantes del Grupo Parlamentario "Jesús Reyes Heroles" del Partido Revolucionario Institucional, se basa en las consideraciones siguientes:

“….Qué, como Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, Lázaro Cárdenas del Río, se declaró como un servidor de las causas de la libertad, la democracia y el progreso. 

Que, fiel a esta declaración, emprendió importantes acciones de gobierno, que tenían el firme propósito de abatir las desigualdades sociales, lograr una más equitativa distribución de la riqueza y fortalecer la soberanía nacional. 

Que, durante su gobierno, se encargó de llevar a la práctica las preocupaciones sociales fundamentales que se plasmaron en la Constitución Política de 1917, y, conforme a ello, se aplicó por primera vez hasta sus últimas consecuencias, lo dispuesto en los Artículos 27 y 123 de la propia Constitución, para lograr el reconocimiento de la propiedad de la Nación sobre las tierras, minas y recursos naturales del país, así como para el establecimiento de mejores condiciones para los campesinos obreros. 

Que, para poder actuar en ese sentido, se realizó una importante obra legislativa que estuvo orientada a fomentar el nacionalismo y la soberanía, a fin de establecer un sólido principio de independencia económica, expidiéndose la Ley de Nacionalización de Bienes, cuyo objetivo fue asegurar que todos los bienes que nacionalizaba el Artículo 27 constitucional quedaron bajo dominio efectivo del gobierno, así como la Ley de Expropiación, que se aplicaría no sólo por causa de utilidad pública sino por razones de interés social. 

Que, con apego a la ley y confirmando su inquebrantable decisión de construir una nación libre, soberana e independiente, llevó adelante una política de nacionalizaciones, que impulsó bajo el lema de "México para los mexicanos" y que fue apoyada por amplios sectores de la sociedad, particularmente por los campesinos, los obreros, los maestros y los intelectuales. 

Que, conforme a lo antes señalado, el 13 de junio de 1937 nacionalizó los Ferrocarriles de México por causa de utilidad pública, lo cual permitió asumir el control de unos de los medios de transporte más importantes del país y que los trabajadores mexicanos se convirtieran en administradores de los bienes de esta empresa. 

Que, posteriormente, el 18 de marzo de 1938 decretó la expropiación de los bienes de las empresas petroleras extranjeras, rescatando para México la plena soberanía sobre los usos y derechos de uno de los recursos naturales más valiosos de nuestro país: el Petróleo. 

Que, esta labor nacionalista continúo al promover la Ley sobre la Industria Eléctrica, en la que se otorgaba al Estado el control y la dirección de las actividades de los concesionarios, para que el suministro de energía eléctrica se convirtiera en un bien de interés social. 

Que, la educación fue otra de sus grandes preocupaciones y con el propósito de que la escuela fuera un medio real de preparación para la vida, estableció una enseñanza pública, laica, gratuita y obligatoria; apoyando, asimismo, la creación de escuelas primarias, de las Escuelas de Hijos del Ejército y de las Escuelas Regionales Campesinas; así como instituciones de educación científica, como el Consejo Nacional de Educación Superior y la Investigación Científica y el Instituto Politécnico Nacional. 

Que, con una visión profunda de justicia social inspirada en los preceptos de la Revolución Mexicana, dio uno de los pasos trascendentales de su gobierno, que fue el de llevar a cabo una reforma agraria para crear un nuevo sistema económico-agrícola, para eliminar el latifundismo, sustituir el régimen de los asalariados del campo y liquidar el capitalismo agrario. 

Que con el impulso de esta reforma en materia agraria, se inició un cambio radical de la estructura de la tenencia de la tierra, bajo la idea de que el ejido debía de ser el eje principal para emprender una transformación de fondo a favor de los hombres y mujeres del campo. 

Que, en virtud de lo anteriormente señalado, se emitieron diversas resoluciones presidenciales que permitieron la entrega de casi 18 millones de hectáreas, para dotar de tierra a 771,640 campesinos de México. 

Que, conociendo en todos sus aspectos el problema agrario existente en la Comarca Lagunera, que comprendía los Municipios de Matamoros, San Pedro, Torreón y Viesca, del Estado de Coahuila, así como los Municipios de Gómez Palacio, Lerdo y Mapimí, del Estado de Durango, en el año de 1936, el Presidente de la República Lázaro Cárdenas del Río, anunció el Reparto Agrario de La Laguna, que dio lugar a la entrega de casi 150,000 hectáreas de tierra, para beneficio de 35,000 campesino de esa región. 

Que, el Reparto Agrario de la Laguna, transformó radicalmente el perfil económico y social de esa rica comarca, siendo, también, un factor que contribuyó notablemente al desarrollo y crecimiento de nuestro Estado, particularmente en materia agropecuaria. 

Que, el Reparto Agrario de la Laguna se reconoce como un acto de justicia social que benefició a numerosas familias coahuilenses y, en virtud de ello, en nuestro Estado sigue vivo el recuerdo del Presidente de la República Lázaro Cárdenas del Río y se mantienen vigente los principios de su política social, como orientación fundamental para seguir luchando contra la pobreza y la marginación; para seguir impulsando la educación en todos los niveles y en todos los ámbitos de la entidad; y, en general para crear condiciones de bienestar y progreso en beneficio de todos los coahuilenses….”

TERCERO.- Que en efecto, la Iniciativa de Decreto que ahora se dictamina, radica esencialmente en rendir un merecido homenaje al ilustre michoacano, General Lázaro Cárdenas del Río, quien siempre luchó por abatir las desigualdades sociales, por lograr una más equitativa distribución de la riqueza y fortalecer la soberanía nacional; de ahí que se le considerara como un hombre visionario por su obra nacionalista, progresista y transformadora de México.

En esta tesitura, es oportuno señalar que las Legislaturas de Durango, Hidalgo, Morelos, Puebla, la Asamblea del Distrito Federal y la propia Cámara de Diputados, contemplan en su Muro de Honor el nombre del General  Lázaro Cárdenas del Río, reconociendo sus importantes acciones de gobierno, mismas que han sido ya resaltadas en el presente instrumento legislativo y que sirven como base para emitir el presente dictamen.      

CUARTO.- Consecuencia de las consideraciones que anteceden y para la atención del asunto a que se refiere este dictamen, esta Comisión somete a la consideración y aprobación de la Diputación Permanente el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO.- Se declara como Benemérito del Estado de Coahuila de Zaragoza, al C. Lázaro Cárdenas del Río, en reconocimiento a las acciones de gobierno que realizó como Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en beneficio de los campesinos coahuilenses y sus familias, al dotarlos de tierras para cultivo a través del Reparto Agrario de la Laguna, del 6 de octubre de 1936, lo cual contribuyó notablemente al desarrollo económico y social de nuestro Estado y particularmente de la región Lagunera de Coahuila.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Qué por mérito de su decidida y firme actuación en defensa de la soberanía nacional y de su política social en beneficio de los mexicanos, inscríbase en letras doradas el nombre del C. Lázaro Cárdenas del Río, en el Muro de Honor del Salón de Sesiones del Congreso del Estado. 

T R A N S I T O R I O S 

PRIMERO.- Publíquese el presente Decreto, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO.- Para la develación del nombre del C. Lázaro Cárdenas del Río, en el Muro de Honor del Salón de Sesiones del Congreso del Estado, se celebrará una Sesión Solemne en la fecha que se señale para ese efecto, a la cual se invitará a los titulares de los Poderes Ejecutivo y Judicial del Estado, así como a las demás personalidades que se determine. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Cultura y Actividades Cívicas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, Diputado Guadalupe Sergio Reséndiz Boone (Coordinador), Diputada Julieta López Fuentes, Diputado Juan Carlos Ayup Guerrero, Diputado Antonio Juan Marcos Villarreal, Diputado José Ignacio Máynez Varela, Diputado José Antonio Jacinto Pacheco y Diputado Genaro Eduardo Fuantos Sánchez. Dado en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a 20 de febrero del año 2008.

INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE CULTURA Y ACTIVIDADES CÍVICAS

DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE.

(COORDINADOR)

DIP. JULIETA LÓPEZ FUENTES.

DIP. JUAN CARLOS AYUP GUERRERO.

DIP. ANTONIO JUAN MARCOS VILLARREAL.

DIP. JOSÉ IGNACIO MÁYNEZ VARELA.

DIP. JOSÉ ANTONIO JACINTO PACHECO.

DIP. GENARO EDUARDO FUANTOS SÁNCHEZ.

Dictamen de la Comisión de Planeación y Desarrollo de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, respecto de la Proposición con Punto de Acuerdo sobre “Solicitud a las Empresas e Instituciones que Realizan la Actividad de Casas de Empeño, para que se Adhieran a la Norma PROY-NOM-179-SCFI-2006, Servicio de Muto con Interés y Garantía Prendaria” planteada por los diputados  José Luis Alcalá de la Peña, José Luis Moreno Aguirre, Román Alberto Cepeda González, Antonio Juan Marcos Villarreal,  Juan Carlos Ayup Guerrero, Jorge Antonio Abdala Serna y Raúl Xavier González Valdés del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional 

Resultando:

Primero.- Que con fecha 02 de julio del año 2007, se recibió en la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, la Proposición con Punto de Acuerdo planteada por los diputados ya mencionados integrantes del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional. 

Segundo.- Que la Proposición con Punto de Acuerdo señalada con antelación, fue dada a conocer en la sesión de la Diputación Permanente de este H. Congreso, celebrada el día 03 de julio del mismo año; habiéndose acordado turnarla a la Comisión de Planeación y Desarrollo para su estudio y dictamen, de conformidad con los artículos 199 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Tercero.-  Que en dicha Proposición, los autores,  manifiestan su preocupación por la forma en que operan  las llamadas casas de empeño o préstamo prendario, la cuales funcionan con enorme discrecionalidad, y cobrando intereses excesivos a los deudores o pignorantes. 

Cuarto.-  Señalan además, en su exposición de motivos que fundamenta su proposición, lo siguiente al referirse a éste problema:

“..La práctica del préstamo prendario tuvo sus inicios en nuestro país en el año de 1775, con la creación del Nacional Monte de Piedad, que se constituyó como la primera institución en servir a quienes requerían dinero a cambio de dejar algún bien en garantía de pago. 

La finalidad de esta institución consistía en proporcionar ayuda permanente a las personas que tenían necesidades económicas. Evidentemente, en esta primera casa de empeño no se cobraban intereses, por el contrario, en aquéllos casos en los que los pignorantes quisieran donar alguna cantidad, los recursos obtenidos servían para proporcionar ayuda tanto a personas con desventaja social, como para la celebración de las misas de los difuntos, principalmente. 

Fue de esta manera que la utilización del empeño fue convirtiéndose en una práctica más frecuente. Así surgieron otras casas de préstamos, como el Montepío Luz Saviñón, creado en 1902. Estas tenían los mismos objetivos y hasta la fecha son consideradas instituciones de asistencia privada (LAP). 

Sin embargo, en los últimos años comenzaron a proliferar las casas de empeño, ahora manejadas por particulares, como Prendamex y Prenda Fácil, entre las más conocidas. Los propósitos originales cambiaron a fines completamente lucrativos…

…. Existe una preocupación: estas casas de empeño se caracterizan por cobrar altas tasas de interés, y por no estar reguladas de manera efectiva por las autoridades gubernamentales en los tres órdenes de gobierno. 

Comúnmente prestan entre 35 y 40 por ciento del monto de avalúo, el cual, por supuesto, practican ellos mismos. Esta es la primera parte del atractivo del negocio. La otra parte consiste en el cobro exagerado de intereses, los cuales llegan a ser cuando menos del 60 por ciento anual, pero se han apreciado hasta 180 por ciento anual. 

A lo anterior se agrega la problemática de que muchas de esas casas de empeño son fantasmas, porque se mueven de un lado a otro sin problema. No sabemos quién las maneja y cómo obtienen facilidades para operar a lo largo del territorio nacional ”.., Y;

Considerando

Primero.-  Que esta Comisión  de Planeación y Desarrollo  es competente para conocer el asunto turnado en la fecha señalada por la Diputación Permanente de este Congreso, de conformidad con los artículos 96, 97,105, y 132 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Segundo.- Que ha sido analizada la Proposición con Punto de Acuerdo de los diputados que promueven  del Partido Revolucionario Institucional.

Tercero.- Que esta dictaminadora encuentra puntos de coincidencia con la Propuesta que se analiza, toda vez que el impacto negativo de estas casas de empeño ha sido enorme en la sociedad moderna; pues los ciudadanos son atrapados en la redes de lo que a primera vista, parece ser, dinero fácil; pagando luego las consecuencias: intereses altos y pérdida de la prenda empeñada ante la imposibilidad de cubrir la deuda. 

Cuarto.-  Por otro lado,  la regulación de este tipo de negocios es difícil, pues su carácter eminentemente mercantil y no financiero, los deja fuera del especto legal que regula a las instituciones financieras de este país, tales como los bancos, las hipotecarias y otro tipo de sociedades que sí son sancionadas por diversas leyes y, de forma clara, además. 

Quinto.- Estas empresas de préstamo prendario, como las que citan los promoventes, en  muchos casos no cumplen con otras disposiciones legales como las que dispone la Ley Federal de Protección al Consumidor. Un decreto del martes 06 de junio de 2006, publicado en el Diario Oficial de la Federación, dispuso lo siguiente:

DECRETO por el que se reforman y adicionan diversos artículos de la Ley Federal de Protección al Consumidor y del Código de Comercio.

DECRETO

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA:

SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSOS ARTICULOS DE LA LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR Y DEL CODIGO DE COMERCIO.

Artículo Primero. Se adiciona el artículo 65 Bis y se reforma el artículo 128 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, para quedar como sigue:

Artículo 65 BIS.- Los proveedores personas físicas o sociedades mercantiles no regulados por leyes financieras, que en forma habitual o profesional realicen contrataciones u operaciones de mutuo con interés y garantía prendaria, deberán registrar su contrato de adhesión ante la Procuraduría. Las personas a que se refiere el párrafo anterior no podrán prestar servicios ni realizar operaciones de las reservadas por las leyes vigentes a las instituciones del sistema financiero nacional.

Los proveedores deberán transparentar sus operaciones, por lo que deberán colocar en su publicidad o en todos sus establecimientos abiertos al público, de manera permanente y visible, una pizarra de anuncios o medio electrónico informativo, que tendrá como propósito brindar información a los consumidores sobre los términos y condiciones de dichos contratos. Además deberán informar, el monto de la tasa de interés anualizada que se cobra sobre los saldos insolutos; dicha información deberá resaltarse en caracteres distintivos de manera clara, notoria e indubitable. 

Los proveedores deberán cumplir con los requisitos que fije la norma oficial mexicana que se expida al efecto por la Secretaría, la cual incluirá aspectos operativos tales como las características de la información que se debe proporcionar al consumidor, y los elementos de información que debe contener el contrato de adhesión que se utilice para formalizar las operaciones. Asimismo, deberá contener o permitir obtener para los principales servicios ofrecidos, la suma de todos los costos asociados a la operación.

Artículo 128.- Las infracciones a lo dispuesto por los artículos 7, 8, 10, 12, 44, 63, 63 BIS, 63 TER, 63 QUINTUS, 65, 65 BIS, 73, 73 BIS, 73 TER, 74, 76 BIS, 80, 86 BIS, 87, 87 TER, 92, 92 TER, 98 BIS y 121 serán sancionadas con multa de $479.17 a $1’874,091.79.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 75 fracción X del Código de Comercio, para quedar como sigue:

Artículo 75.- La ley reputa actos de comercio:

I. a IX. ...

X. Las empresas de comisiones, de agencias, de oficinas de negocios comerciales, casas de empeño y establecimientos de ventas en pública almoneda;

XI. a XXV....

TRANSITORIOS

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo.- Los sujetos a los que hace referencia el artículo 65 Bis, tendrán un plazo de 90 días naturales contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, para dar cumplimiento a lo dispuesto por el tercer párrafo del citado precepto.

Tercero.- La Secretaría de Economía deberá emitir la Norma Oficial Mexicana a que se refiere el presente Decreto, de conformidad con lo dispuesto por la Ley Federal Sobre Metrología y Normalización.

Cuarto.- Las casas de empeño que estén operando a la fecha de entrada en vigor de este decreto, cuentan con un plazo de seis meses contados a partir de la publicación de la Norma Oficial Mexicana a que se refiere el artículo anterior, para obtener el registro del contrato correspondiente ante la Procuraduría……

El Proyecto de Norma prevista en el Transitorio Cuarto del Decreto, se publicó el día 13 de Febrero de 2007, en el Diario Oficial de la Federación; y, de la misma, se citan los siguientes extractos:

PROYECTO DE NORMA OFICIAL MEXICANA PROY-NOM-179-SCFI-2006, SERVICIOS DE MUTUO CON INTERES Y GARANTIA PRENDARIA

PREFACIO

En la elaboración del presente proyecto de NOM participaron las siguientes empresas e instituciones:

ASOCIACION NACIONAL DE EMPEÑO Y JOYERIA, A.C.

ASOCIACION NACIONAL DE CASAS DE EMPEÑO, A.C.

FIRST CASH.

GRUPO CASA MAZATLAN.

MONTEPIO TAMAULIPECO, S.A. DE C.V.

PRESTAMOS PRENDARIOS DEPOFIN S.A. DE C.V.

PROCURADURIA FEDERAL DEL CONSUMIDOR (PROFECO)

SECRETARIA DE ECONOMIA (SE)

Dirección General de Comercio Interior y Economía Digital

BANCO DE MEXICO
1. Objetivo
1.1 El presente proyecto de Norma Oficial Mexicana tiene por objeto establecer los requisitos de información comercial que deben proporcionarse en los servicios de mutuo con interés y garantía prendaria, así como los elementos de información que debe contener el contrato que se utilice para formalizar la prestación de estos servicios.

2. Campo de aplicación

2.1 El presente proyecto de Norma Oficial Mexicana es de observancia general en la República Mexicana y es aplicable a todas aquellas personas físicas o sociedades mercantiles no regulados por leyes financieras, que en forma habitual o profesional realicen contrataciones u operaciones de mutuo con interés y garantía prendaria.

5. De la información al consumidor

5.1 Los proveedores deberán transparentar sus operaciones, por lo que deberán colocar en su publicidad o en todos sus establecimientos abiertos al público, de manera permanente y visible, una pizarra de anuncios o medio electrónico informativo, que tendrá como propósito informar cuando menos, lo siguiente:

1. Porcentaje del préstamo conforme el avalúo de la prenda.

2. Ramo de prendas aceptadas.

3. Días y horario de servicio y atención de reclamaciones.

4. La tasa de interés anualizada que se cobre sobre los saldos insolutos, y en su caso, los costos por almacenaje, así como el costo anual total.

5. Plazo de pago y requisitos para el desempeño de la prenda.

6. Cantidad de refrendos a que tiene derecho el consumidor, así como los requisitos y condiciones del mismo.

7. Procedimiento de comercialización de la prenda, así como los requisitos y condiciones de la misma.

8. El costo del almacenaje, en caso de no recoger la prenda desempeñada, así como las condiciones de venta.

6. Del contrato

Los contratos que utilicen los proveedores deberán, para su validez:

- Estar escritos en idioma español y sus caracteres deben ser legibles a simple vista, sin perjuicio de que también puedan estar escritos en otro u otros idiomas. En caso de controversia, prevalecerá la versión en idioma español.

- Celebrarse en moneda nacional, sin menoscabo de que también pueda hacerse en moneda extranjera. Si se pacta que el pago debe hacerse en moneda extranjera, la alteración que ésta experimente en valor, será en daño o beneficio del consumidor.

- Estar registrados ante la Procuraduría.

- Estar a la vista en el establecimiento.

El contrato es el comprobante de la operación y por lo tanto el proveedor debe entregarlo al consumidor al momento de su celebración. Además de dar cumplimiento a lo establecido en los artículos 85 a 90 bis de la Ley, la información que al menos debe contener el contrato en su lado anverso es la siguiente:

6.1 Nombre, denominación o razón social, domicilio, y Registro Federal de Contribuyentes del proveedor

del servicio.

6.2 Nombre, domicilio, número del documento oficial con que se identifica el consumidor, beneficiarios y, en su caso, el nombre del cotitular.

6.3 Descripción de la prenda.

6.4 Nombre o clave interna del valuador y monto del avalúo.

6.5 Fecha en que se realiza la operación, y número de referencia.

6.6 El monto del préstamo expresado en números y letra y porcentaje que representa del avalúo.

6.7 Tasa de interés en términos anuales sobre saldos insolutos del préstamo por los días efectivamente devengados, en su caso, costo de almacenaje, Impuesto al Valor Agregado, y demás gastos necesarios y útiles que hiciere el proveedor para conservar la cosa empeñada, que el consumidor debe cubrir al desempeño.

Entre otros requisitos que establece la Norma  para estos casos.

Sexto.-  Sin embargo, es menester aclarar que, el deber de vigilar la aplicación de esta normatividad, le compete a la Secretaría de Economía y a la PROFECO, y se trata de un deber no de una facultad discrecional u opcional. Los mismos ciudadanos pueden participar denunciando a quienes no cumplan una disposición de esta naturaleza, o bien, a quienes violenten las disposiciones del artículo 65 Bis, de la Ley Federal de Protección al Consumidor.  Y;

Séptimo.-  Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta Comisión Ordinaria de Planeación y Desarrollo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 96, 97, 102, 105, 132, 134  y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, somete a su consideración el siguiente:

Dictamen

Único.-  Que esta Soberanía,  dirija un atento y respetuoso exhorto a la Secretaría de  Economía, para que, por conducto de la PROFECO; y conforme a las atribuciones de ambas instancias, realicen todas las acciones necesarias a fin de que las empresas privadas de préstamo prendario que operan en el país, se sujeten a la normatividad vigente, y, que cumplan con lo previsto en la Ley Federal de Protección al Consumidor, especialmente lo señalado en el artículo 65 Bis, del mismo ordenamiento.
Saltillo, Coahuila a 18 de febrero de 2008

Por la Comisión de Planeación y Desarrollo

Los C.C.  Diputados:

Luis Gurza Jaidar

Coordinador

 Dip. Jorge A. Rosales Saade                          Dip. José Luis Moreno Aguirre

Dip. Raúl Xavier González Valdés                  Dip. Román Alberto Cepeda Glz.

Dip. Francisco Javier Z’ Cruz Sánchez          Dip. José Refugio Sandoval Rdz.
Dictamen de la Comisión de Planeación y Desarrollo de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, respecto de la Proposición con Punto de Acuerdo sobre “ Mejoramiento de Los Usos de Suelo en los Fraccionamientos Urbanos de Tipo Popular” planteada por el diputado  José Luis Alcalá de la Peña, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional 

Resultando:

Primero.- Que con fecha 24 de septiembre del año 2007, se recibió en la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, la Proposición con Punto de Acuerdo planteada por el diputado Alcalá de la Peña del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional. 

Segundo.- Que la Proposición con Punto de Acuerdo señalada con antelación, fue dada a conocer en la sesión de la Diputación Permanente de este H. Congreso, celebrada el día 25 de Septiembre del mismo año; habiéndose acordado turnarla a la Comisión de Planeación y Desarrollo para su estudio y dictamen, de conformidad con los artículos 199 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Tercero.-  Que en dicha Proposición, el legislador que la promueve, externa su sentir por la situación de muchos fraccionamientos populares que, por las regulaciones del uso de suelo en vigor, impiden un adecuado asentamiento de negocios cuyo giro es la prestación de bienes y servicios para la comunidad; viéndose en la necesidad de “adaptar” o modificar las propias vivienda para ofertar estos insumos y satisfactores. 

Cuarto.-  Señalan además, en su exposición de motivos que fundamenta su proposición, lo siguiente al referirse a este problema:

“El desarrollo urbano de las ciudades más dinámicas del Estado de Coahuila, ha seguido un patrón muy consistente, que se caracteriza por la utilización de franjas de suelo que oscilan entre los cien y los trescientos metros en promedio, por una longitud que puede alcanzar hasta aproximadamente un kilómetro y medio, no siendo excesivamente raros, los que son menores a un kilómetro. Quien haya hecho un recorrido por estos fraccionamientos, se puede percatar de una gran carencia de espacios destinados a proporcionar bienes y servicios a la población de estos fraccionamientos. Como resultado de ello, florecen todo tipo de establecimientos aprovechando las casas-habitación existentes, en algunos casos mediante transformaciones físicas a las mismas, con el fin de abrir espacios dedicados a estos negocios, lo cual, aparte de desvirtuar el uso original del suelo que establece la Ley de Asentamientos Humanos, no permite solucionar de manera adecuada la atención de muchos de las necesidades de la población en este sentido. 

Es patente que, en muchas ocasiones, al conjuntarse varios fraccionamientos de esta manera, se encuentra una patente falta de construcciones formales de carácter comercial en una amplia zona, y los existentes se encuentran concentrados, o distribuidos en forma irregular en el interior de los fraccionamientos. Y en cambio, pululan una gran cantidad de tienditas improvisadas que carecen de la capacidad de atender debidamente a la población, y que si bien permiten aliviar la necesidad económica de sus propietarios, no constituyen una solución a las necesidades de bienes y servicios de los residentes. Y mientras que las regulaciones en materia de usos de suelo prohíben que a las residencias se les de un uso que no corresponda al estrictamente habitacional, negocios del tipo de las tortillerías, tiendas de abarrotes y farmacias, entre otros, tengan grandes dificultades para establecerse en esas zonas. 

Es cierto que es necesario proteger la tranquilidad de los habitantes de los fraccionamientos populares, pero esa necesidad debe equilibrarse con la de atender al abasto de la población. Es necesario recordar que, para quienes no tienen automóviles o algún otro medio privado de transporte, tienen que recorrer a pie distancias regulares de manera constante, a fin de procurarse bienes básicos para su existencia cotidiana. Los fraccionamientos de nivel medio, o alto, no tienen el mismo tipo de apremios, ni carecen de los medios para desplazarse con mayor comodidad a donde se requiera”…

…..”Por este motivo, consideramos que es necesario modificar las regulaciones existentes en esta materia, a fin de dar cabida a especificaciones más detalladas ya no para poner un límite a la construcción de locales comerciales y de servicios, sino para prever que los porcentajes permitidos sean realmente utilizados, promoviendo paralelamente una adecuada distribución de los mismos en los fraccionamientos populares. De todas formas, tortillerías, tienditas y otros negocios se establecen de acuerdo con las necesidades de la población, pero de esta manera se contaría con un sistema más regular y eficiente, más organizado, con espacios más idóneos y seguros, para realizar estas actividades”.  Y;

Considerando

Primero.-  Que esta Comisión  de Planeación y Desarrollo  es competente para conocer el asunto turnado en la fecha señalada por la Diputación Permanente de este Congreso, de conformidad con los artículos 96, 97,105, y 132 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Segundo.- Que ha sido analizada la Proposición con Punto de Acuerdo del diputado del Partido Revolucionario Institucional.

Tercero.-   En efecto, el problema de los espacios comerciales en los nuevos y viejos fraccionamientos es evidente, en especial en aquellos que son de tipo popular, teniendo que operar en locales originalmente y, por fuerza destinados a casas habitación, con incomodidad para los vecinos y, para los propios micros o medianos empresarios.

Cuarto.-  Por otro lado, estas molestias estructurales y de espacio se contraponen con la imperiosa necesidad que tienen las personas de que existan lugares así para satisfacer sus necesidades básicas de insumos como alimentos y refacciones para el hogar, así como talleres de reparación de electrodomésticos,  talleres mecánicos, guarderías, farmacias, vulcanizadoras, carnicerías y otros tipos de giros mercantiles para satisfacer necesidades básicas de quienes habitan en fraccionamientos de esta naturaleza.

Como lo señala el promovente, quienes más sufren por  la falta de este tipo de establecimientos, son los ciudadanos que carecen de vehículos automotor, y por ende, deben caminar grandes distancias o bien, viajar en autobús, para hacerse de este tipo de satisfactores, lo que les produce una pérdida de tiempo y dinero considerable. 

Quinto.- Es de atender lo que señala la Ley de Asentamientos Humanos y Desarrollo Urbano del Estado de Coahuila, en lo referente a los Fraccionamientos y el Ordenamientos de los Centros de Población:

ARTICULO 1.- La presente ley es de orden público e interés social y tiene por objeto:

I.- Establecer, en los términos previstos por las disposiciones aplicables, la concurrencia del Estado y de los municipios para la ordenación y regulación del desarrollo urbano y los asentamientos humanos en el territorio estatal, sin menoscabo de la competencia que en estas materias le correspondan a la Federación;

II.- Planear y regular el ordenamiento territorial de los asentamientos humanos y la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población del Estado;

III.- Precisar y  establecer los lineamientos generales conforme a los cuales el Gobierno del Estado y los ayuntamientos de la entidad, bajo el principio de fidelidad municipal, ejercerán sus atribuciones para determinar las provisiones, reservas, usos y destinos de áreas y predios;

IV.- Determinar las normas conforme a las cuales se sujetará la autorización de usos de suelo, subdivisiones, fusiones de terreno, relotificaciones y fraccionamientos en la entidad;

V.- Establecer las normas generales para la construcción, ampliación, remodelación, reparación, demolición y reconstrucción de inmuebles de propiedad pública o privada, así como de obras de equipamiento e infraestructura urbana;

VI.- Establecer las normas generales relativas al equipamiento, la infraestructura y los servicios urbanos en la entidad;

ARTICULO 2.- Se declara de utilidad pública:

VI.- La distribución equilibrada de la población y de las actividades económicas en el territorio del Estado;

VIII.- La ejecución de obras de infraestructura, equipamiento y servicio urbanos; 

ARTICULO 3.- Para los efectos de esta ley se entenderá por:

XIV.- Equipamiento urbano: el conjunto de inmuebles y espacios públicos, instalaciones, construcciones y mobiliario utilizado para prestar a la población los servicios urbanos y desarrollar las actividades comunitarias de naturaleza económica, social y cultural, tales como escuelas, hospitales, templos, parques, jardines y cualquier otra de similar naturaleza;

XXI.- Ordenamiento territorial de los asentamientos humanos: el proceso de distribución equilibrada y sustentable de la población y de las actividades comunitarias -económicas, sociales, culturales o de otra índole- en el territorio estatal y/o municipal;

XXII.- Plan o Programa de Desarrollo Urbano: el conjunto de normas y disposiciones diseñadas o establecidas para ordenar, regular y planear la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población, así como determinar las provisiones, reservas, usos y destinos de las áreas y predios conferidos dentro del perímetro correspondiente;

ARTICULO 5.- La ordenación y regulación de los asentamientos humanos en el Estado, tenderá a mejorar las condiciones de vida de la población urbana y rural, mediante:

IV.- La adecuada interrelación socioeconómica y urbana de los centros de población y las regiones del Estado;

V.- La eficiente interacción entre los sistemas de convivencia y de servicios en cada centro de población, particularmente la creación y mejoramiento de condiciones favorables para la relación adecuada entre zonas industriales y de vivienda de trabajadores, el transporte entre ambas, y las justas posibilidades de trabajo y descanso;

XI.- La distribución equilibrada de la población y de las actividades económicas en el territorio estatal, a fin de evitar la concentración y la dispersión desproporcionadas de los centros de población;

XV.- La dotación suficiente y adecuada de infraestructura y equipamiento urbano, así como la debida prestación de los servicios públicos;

ARTICULO 15.- Para la aplicación de esta ley, son autoridades competentes:

I.- El Gobernador del Estado;

II.- La Secretarías de Obras Públicas y Transporte y la de Desarrollo Social del Estado, según corresponda; y

III.- Los ayuntamientos, el Presidente Municipal y los órganos o unidades administrativas de los municipios de la entidad que conforme a las  disposiciones tengan a su cargo atribuciones para hacer cumplir lo dispuesto por esta ley y demás disposiciones aplicables.

ARTICULO 17.- La Secretaría tendrá las siguientes atribuciones:

I.- Coordinar la elaboración, ejecución, control, modificación, actualización y evaluación del Programa Estatal de Desarrollo Urbano, así como de los programas regionales y subregionales de desarrollo urbano y demás disposiciones que de ellos deriven;

III.- Coordinar conjuntamente con los ayuntamientos la elaboración, ejecución, control y evaluación de los programas de ordenación de zonas conurbadas, regionales y subregionales.

En todo caso, la Secretaría deberá asegurar la participación de los municipios en la formulación de planes de desarrollo regional y subregionales;

VII.- Gestionar, cuando le competa, la inscripción de las resoluciones, programas y declaratorias de desarrollo urbano en el Registro Público que expidan las autoridades competentes;

IX.- Emitir las opiniones que le sean solicitadas respecto de las declaratorias de provisiones, reservas, usos y destinos de áreas y predios, a efecto de que sean congruentes con la legislación, el Programa Estatal de Desarrollo Urbano y demás disposiciones aplicables;

X.- Autorizar y expedir las autorizaciones, licencias y permisos que esta ley le atribuye, conforme a lo previsto en ella y el programa estatal de desarrollo urbano;

XII.- Proponer, en coordinación con la Secretaría de Desarrollo Social, los criterios y acciones ante las autoridades competentes, para la regularización y el mejoramiento de los asentamientos humanos irregulares, promoviendo la colaboración de sus habitantes para su aplicación y ejecución, en coordinación con los ayuntamientos y, en su caso, con la Federación;

XIV.- Instituir y operar el sistema estatal de normas técnicas de diseño urbano;

XVIII.- Promover la participación de los sectores social y privado del Estado en la formulación, ejecución, evaluación, actualización y modificación de los planes y programas de desarrollo urbano y de las acciones que de ellos deriven;

XXXII.- Expedir y modificar, cuando proceda, las normas técnicas complementarias, los acuerdos, instructivos, circulares y demás disposiciones necesarias para el debido cumplimiento del presente ordenamiento, Y;
Sexto.-  Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta Comisión Ordinaria de Planeación y Desarrollo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 96, 97, 102, 105, 132, 134  y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, somete a su consideración el siguiente:

Dictamen

Primero.-  Que esta Soberanía,  dirija un atento y respetuoso exhorto a la Secretaría de Desarrollo Social del Gobierno Federal, para que en el ámbito de su competencia, expida las normas, lineamientos y disposiciones necesarias, tendientes a procurar los espacios necesarios para la instalación de comercios y negociaciones necesarias para satisfacer las necesidades humanas comunes en cada centro de población y fraccionamiento que se proyecte, independientemente de los  servicios públicos oficiales ya previstos en las leyes.

Segundo.- Que en el mismo sentido anterior, se  envíe un atento y respetuoso exhorto a la Secretaría de Obras Públicas y Transporte  y, a la de Desarrollo Social del Estado, para que tengan a bien realizar las mismas consideraciones en el ámbito de sus respectivas competencias. 

Saltillo, Coahuila a 18 de febrero de 2008

Por la Comisión de Planeación y Desarrollo

Los C.C.  Diputados:

Luis Gurza Jaidar

Coordinador

 Dip. Jorge A. Rosales Saade                          Dip. José Luis Moreno Aguirre

Dip. Raúl Xavier González Valdés                   Dip. Román Alberto Cepeda Glz.

Dip. Francisco Javier Z’ Cruz Sánchez          Dip. José Refugio Sandoval Rdz.
Dictamen de la Comisión de Planeación y Desarrollo de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, respecto de la Proposición con Punto de Acuerdo sobre “Solicitud a que se Ponga Mayor Atención en la Norma Oficial Mexicana de Emergencia 011, en Materia de Verificación, Aprobada por el Senado del a República en noviembre de 2004” planteada por el diputado Alfredo Garza Castillo. 

Resultando:

Primero.- Que con fecha 20 de agosto del año 2007, se recibió en la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, la Proposición con Punto de Acuerdo planteada por el diputado Alfredo Garza Castillo.

Segundo.- Que la Proposición con Punto de Acuerdo señalada con antelación, fue dada a conocer en la sesión de la Diputación Permanente de este H. Congreso, celebrada el día 19 de agosto del mismo año; habiéndose acordado turnarla a la Comisión de Planeación y Desarrollo para su estudio y dictamen, de conformidad con los artículos 199 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Tercero.-  Que en dicha Proposición, el legislador que la promueve, hace mención de las enormes ganancias económicas que modo ilegal se obtienen a  través de las estaciones de servicio de muchas de las gasolineras que operan en el país. 

Cuarto.-  Señala además, en su exposición de motivos que fundamenta su proposición, lo siguiente al referirse a este problema:

 ”… El tener que sortear algunos obstáculos presentes en la deteriorada economía de México, como es el caso especifico en quienes se ven agredidos por la impunidad en la que se manejan las expendedoras de gasolina, no digamos en la franja fronteriza, donde la parida de costo del combustible con los de Estados Unidos, hace que solicitemos se ponga mayor atención en la norma oficial mexicana, que regula la venta de combustible. 

La mejor solución para dirimir diferencias es el apego las normas establecidas como la más alta expresión de civilidad de la sociedad, así el fortalecimiento de nuestras instituciones es el camino que nos ayudara avanzar de una manera más eficiente hacia el desarrollo. 

Por eso coincido totalmente con Federico Reyes Heroles, en lo expresado en su libro titulado "Entre Las Bestias y Los Dioses" "Es imposible erigir una sociedad moderna y justa sin que la Ley sea el eje mismo de la convivencia. Todas las diferencias caben dentro de la ley. Pero, sin un profundo respeto por la legalidad en si misma, el caos siempre amenazara. Este es el primer paso: el respeto a la ley para dejar de ser bestias".

Además, tal vez uno de los beneficios que implica apegarse a la ley es la certidumbre..."el inversionista es por naturaleza un hombre de intereses a futuro. Pero ese territorio, el futuro, siempre incomprensible, sólo puede ser conquistado con la mejor proyección con la que contamos para lidiar con las sorpresas del comportamiento humano: la legalidad". 

Por estas razones se hace inconcebible que un grupo de empresarios intente estar sobre la ley y sobre los intereses de los ciudadanos. 

Se estima que las estaciones de servicio obtienen ganancias ilegales entre 8 mil 500 y 13 mil 500 millones de pesos por la venta de litros incompletos que han alcanzado hasta un 40% de combustible faltante. 

Los rangos de tolerancia en los niveles de despacho pueden ser de 3 a 3.3 por ciento de más o de menos, pero se encontró que alrededor de 90 por ciento de las estaciones de servicio supervisadas están fuera de la regla y por rangos mucho mayores. 

Para solventar las carencias de la Norma Oficial NOM 005, que no se modifica desde hace 10 años. Se aprobó por el Senado de la Republica en Noviembre del 2004, la Norma Oficial Mexicana (NOM) de Emergencia 011, en materia de verificación, esto permitirá a la PROFECO llevar acabo las verificaciones a los sistemas de computo y control de las mas 6 mil 500 gasolineras que existen en el país. 

Esta norma señalo que a más tardar el 1 de agosto de 2005 todas las gasolineras, sin excepción, deberán operar con equipos de control volumétrico que permitirán a Petróleos Mexicanos (PEMEX), Secretaría de Hacienda y las propias franquicias, llevar un control sobre los volúmenes de gasolina, diesel y gas natural para carburación automotriz que compran y despachan, lo que en muchos casos no ha sido así a mas de dos años de distancia. …..”; Y;
Considerando

Primero.-  Que esta Comisión  de Planeación y Desarrollo  es competente para conocer el asunto turnado en la fecha señalada por la Diputación Permanente de este Congreso, de conformidad con los artículos 96, 97,105, y 132 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Segundo.- Que ha sido analizada la Proposición con Punto de Acuerdo del diputado Alfredo Garza Castillo. 

Tercero.-   Esta dictaminadora coincide con el hecho de que por todo el país, y desde hace años, se han verificado estos fraudes en las máquinas expendedoras del combustible automotriz conocido como gasolina. 

Cuarto.-   La historia nos demuestra que era un ilícito muy difícil de combatir por la falta de disposiciones legales y la escasez de medios tecnológicos que permitiesen la verificación de las cantidades despachadas por las máquinas expendedoras; ambas situaciones complicaban la labor de las autoridades investigadoras, especialmente de la PROFECO.

 El menoscabo a los bolsillos de los automovilistas, solía ser en promedio de 100 mililitros menos por cada litro, y en algunos casos, se les despachaban litros de hasta 800 mililitros. 

Quinto.-  El día jueves 15 de diciembre de 2005, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, la siguiente:

CONVOCATORIA para acreditar y aprobar unidades de verificación en materia de instrumentos para medir, a fin de evaluar la conformidad de la Norma Oficial Mexicana NOM-005-SCFI-2005, Instrumentos de medición-Sistema para medición y despacho de gasolina y otros combustibles líquidos-Especificaciones, métodos de prueba y de verificación.

CONSIDERANDO

I. Que es responsabilidad del Gobierno Federal procurar las medidas que sean necesarias para garantizar que los instrumentos de medición que se comercialicen en territorio nacional sean seguros y exactos, con el propósito de que presten un servicio adecuado conforme a sus cualidades metrológicas, y aseguren la exactitud de las mediciones que se realicen en las transacciones comerciales;

II. Que con fecha 27 de septiembre de 2005, se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Norma Oficial Mexicana NOM-005-SCFI-2005, Instrumentos de medición-Sistema para medición y despacho de gasolina y otros combustibles líquidos-Especificaciones, métodos de prueba y de verificación, misma que entrará en vigor 60 días después de dicha publicación;

III. Que la Ley Federal sobre Metrología y Normalización prevé en sus artículos 68 y 70, que la evaluación de la conformidad podrá ser realizada por las dependencias competentes o por los organismos de certificación, los laboratorios de prueba o de calibración y por las unidades de verificación acreditados y, en su caso, aprobados; y que las dependencias competentes podrán aprobar a las personas acreditadas que se requieran para la evaluación de la conformidad, en lo que se refiere a normas oficiales mexicanas;

IV. Que a su vez, la evaluación de la conformidad es la actividad idónea para evaluar el cumplimiento de una norma, y que la Ley Federal sobre Metrología y Normalización la define de la siguiente manera, en su artículo 3o.:

“...Evaluación de la conformidad: la determinación del grado de cumplimiento con las normas oficiales mexicanas o la conformidad con las normas mexicanas, las normas internacionales u otras especificaciones, prescripciones o características. Comprende, entre otros, los procedimientos de...certificación ...”;

V. Que ante estas dos posibilidades previstas en la Ley, la Secretaría de Economía considera que es a través de los servicios de evaluación de la conformidad de tercera parte, en tanto se encuentren debidamente acreditados, como mejor se garantiza que dicha evaluación se realice con la imparcialidad y la competencia técnica necesaria para hacer confiable sus resultados, en aplicación de las directrices internacionales que rigen estos servicios;

VI. Que las unidades de verificación podrán, a petición de parte interesada, verificar el cumplimiento de normas oficiales mexicanas, solamente en aquellos campos o actividades para las que hubieren sido aprobadas por las dependencias competentes….

TRANSITORIOS

PRIMERO.- La presente, deja sin efecto la convocatoria para la acreditación y aprobación de unidades de verificación de instrumentos para medir, en la Norma Oficial Mexicana de Emergencia NOM-EM-011-SCFI- 2004, Instrumentos de medición-Sistemas para medición y despacho de gasolina y otros combustibles líquidos-Especificaciones, métodos de prueba y de verificación, publicada en el Diario Oficial de la Federación de fecha 14 de diciembre de 2004.

SEGUNDO.- La vigencia de la presente Convocatoria iniciará a partir del siguiente día hábil de su publicación en el Diario Oficial de la Federación y permanecerá hasta que se determine su cancelación mediante aviso publicado en la misma fuente informativa.

TERCERO.- Esta Convocatoria no constituye regulación alguna y, por su propia naturaleza, sólo constituye el deseo de sus firmantes de convocar a aquellos interesados que, de manera libre, deseen acreditarse y aprobarse en la Norma Oficial Mexicana descrita, a seguir el proceso que, para tal efecto, se prevé en el marco legal aplicable.

CUARTO.- Mientras que las personas morales obtengan la acreditación y aprobación como unidades de verificación a que alude esta Convocatoria, la verificación podrá ser realizada por aquellas unidades de verificación que estén acreditadas y aprobadas para la evaluación de la conformidad en procedimientos similares….,Y;

Sexto.-  Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta Comisión Ordinaria de Planeación y Desarrollo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 96, 97, 102, 105, 132, 134  y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, somete a su consideración el siguiente:

Dictamen

Único.-  Que esta Soberanía,  dirija un atento y respetuoso exhorto a la Secretaría de Economía, para que, en el ámbito de su competencia, realice todas las acciones a su alcance encaminadas a lograr el cumplimiento por parte de los propietarios de las gasolineras de la normatividad vigente en materia de verificación y medición de despacho de gasolina y otros combustibles líquidos. 

Saltillo, Coahuila a 18 de febrero de 2008

Por la Comisión de Planeación y Desarrollo

Los C.C.  Diputados:

Luis Gurza Jaidar

Coordinador

 Dip. Jorge A.  Rosales Saade                         Dip. José Luis Moreno Aguirre

Dip. Raúl Xavier González Valdés                  Dip. Román Alberto Cepeda Glz.

Dip. Francisco Javier Z’ Cruz Sánchez          Dip. José Refugio Sandoval Rdz.
Dictamen de la Comisiones Unidas de Planeación y Desarrollo y Del Trabajo y Previsión Social de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, respecto de la Proposición con Punto de Acuerdo sobre “ Exhorto a los 38 municipios del estado de Coahuila, para que se les invite a que dentro de su administración, cualquier persona que solicite trabajo y esté apto para desarrollarlo, lo tendrá, independientemente de que sea mujer o se encuentre en estado de gravidez” planteada por los diputados, Alfio Vega de la Peña, José Luis Moreno Aguirre, Raúl Xavier González Valdés, Jesús María Montemayor Garza, Juan Marcos Villarreal y Jorge Antonio Abdala Serna, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional 

Resultando:

Primero.- Que con fecha 12 de febrero del año en 2007, se recibió en la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, la Proposición con Punto de Acuerdo planteada por los integrantes ya mencionados del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional. 

Segundo.- Que la Proposición con Punto de Acuerdo señalada con antelación, fue dada a conocer en la sesión de la Diputación Permanente de este H. Congreso, celebrada el día 13 de febrero del presente; habiéndose acordado turnarla a las Comisiones de Planeación y Desarrollo y del Trabajo y Previsión Social para su estudio y dictamen, de conformidad con los artículos 199 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Tercero.-  Que en dicha Proposición, sus autores manifiestan su preocupación por la discriminación laboral que sufren las mujeres embarazadas y los jóvenes que no cuentan con experiencia laborar determinada.  Esto, por parte de muchas de las empresas que operan en nuestra entidad.

Cuarto.-  Señalan además, en su exposición de motivos que fundamenta su proposición, lo siguiente al referirse a este problema:

 “En ese mismo sentido, la Fracción Parlamentaria "Jesús Reyes Heroles", del Partido Revolucionario Institucional, celebra y respalda la actitud tomada en días pasados por el Gobernador del Estado Humberto Moreira Valdés, en la que reprocho categóricamente que en nuestro estado se estuviera discriminando tanto a las mujeres embarazadas como a los jóvenes sin experiencia, por parte de las empresas registradas y que operan en nuestro estado, para desempeñar un trabajo digno y lícito, comprometiéndose además que en nuestro estado no se darán este tipo de medidas discriminatorias, instruyendo de igual forma, a todas las áreas del Ejecutivo Estatal, para que por ninguna razón se apliquen este tipo de medidas discriminatorias, recalcando que dentro de su gobierno la gente es primero, y que cualquier persona que solicite trabajo y este apto para desarrollarlo, lo tendrá independientemente de que sea mujer y tenga 8 meses de embarazo o de que se un joven sin experiencia. 

Es por ello, que nuestra Fracción Parlamentaria, en concordancia con la anunciado por el Gobernador del Estado desea dejar muy claro que la soberanía legislativa, por nuestro conducto no permitirá por ningún motivo discriminación de persona alguna para desempeñar un trabajo lícito, ni por razón de gestación ni mucho menos por no tener una experiencia de dos años que es lo que en algunos casos como costumbre solicitan las empresas. De igual forma que sirva el presente Punto de Acuerdo para exhortar a los 38 municipios de nuestro estado a efecto de que en sus administraciones no se lleven a cabo este tipo de medidas discriminatorias…”  Y; 

Considerando

Primero.-  Que estas Comisiones Unidas de Planeación y Desarrollo y del Trabajo y Previsión Social son competentes para conocer el asunto turnado en la fecha señalada por la Diputación Permanente de este Congreso, de conformidad con los artículos 96, 97,105, y 132 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Segundo.- Que ha sido analizada la Proposición con Punto de Acuerdo de los diputados del Partido Revolucionario Institucional.

Tercero.-  Que nuestro país ha hecho esfuerzos desde hace muchos años, tendientes a eliminar toda forma de discriminación laboral,  tanto por cuestiones sexistas como por la cultura, religión, modo de vestir, edad y capacidades diferentes de las personas; esta lucha no sólo se ha dado en el ámbito legislativo creando leyes y reglamentos para este fin, sino que además, México ha suscrito prácticamente todos los tratados internacionales creados para eliminara estas practicas. 

Cuarto.- Aún falta mucho por hacer, pues como lo señalan los promoventes, existe mucha discriminación por parte de las empresas de la IP, hacía mujeres embarazadas, jóvenes sin experiencia, y también, a personas de edad madura, de capacidades diferentes, y a ciudadanos que por el solo hecho de portar tatuajes u otros tipo de adornos en sus cuerpos, se les niega el acceso al empleo, independientemente de su capacidad o preparación. Existe además la Discriminación por causas del origen geográfico de la persona, esta la podemos verificar en el caso los que son nativos de Monclova, Coahuila y los demás municipios de la Región Centro, así como aquellos que son ex trabajadores de AHMSA, quienes al venir al Sureste de nuestro estado en busca de empleo, son discriminados en muchas de las empresas instaladas aquí, por el hecho de ser de la región señalada o ser ex trabajador de la Altos Hornos de México; esta situación, lleva más de 15 años de ocurrir. Y debe ser motivo de enorme vergüenza para quienes realizan como empresarios este tipo de políticas en el Sureste. 

Séptimo.-  Por lo anteriormente expuesto y fundado, estas Comisiones Ordinarias de Planeación y Desarrollo y  del Trabajo y Previsión Social, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 96, 97, 102, 105, 132, 134  y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, somete a su consideración el siguiente:

Dictamen

Único.-   Se envié un atento exhorto a los 38 municipios de nuestro estado, a efecto de que se les invite a que dentro de su administración, cualquier persona que solicite trabajo y este apto para desarrollarlo, será considerado de acuerdo a la normatividad y a las exigencias del puesto en igualdad de circunstancias con los demás, independientemente de que sea mujer y se encuentre en estado de gravidez o de que sea un joven sin experiencia previa.  

Saltillo, Coahuila a 14 de Enero de 2008

Por la Comisión de Planeación y Desarrollo

Los C.C.  Diputados:

Luis Gurza Jaidar

Coordinador

 Dip. Jorge Arturo Rosales Saade             Dip. José Luis Moreno Aguirre

Dip. Raúl Xavier González Valdés             Dip. Román Alberto Cepeda Glz.

Dip. Francisco Javier Z’ Cruz Sánchez     Dip. José Refugio Sandoval Rdgz.
Por la Comisión del Trabajo y Previsión Social:

Los C.C. Diputados:

Dip. Leocadio Hernández Torres

Coordinador

Dip. Raúl Xavier González Valdés
       Dip. Julián Montoya de la Fuente


Dip. José Francisco Cortés Lozano
       Dip. Virgilio Maltos Long
Dictamen de la Comisiones Unidas de Planeación y Desarrollo y Del Trabajo y Previsión Social de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, respecto de la Proposición con Punto de Acuerdo sobre “Problema de las Pensiones en México” planteada por los diputados Demetrio Antonio Zúñiga, José Luis Moreno Aguirre, Raúl Xavier González Valdés, Jesús María Montemayor Garza y Jorge Antonio Abdala Serna, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional 

Resultando:

Primero.- Que con fecha 12 de febrero del año en 2007, se recibió en la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, la Proposición con Punto de Acuerdo planteada por los integrantes ya mencionados del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional. 

Segundo.- Que la Proposición con Punto de Acuerdo señalada con antelación, fue dada a conocer en la sesión de la Diputación Permanente de este H. Congreso, celebrada el día 13 de febrero del presente; habiéndose acordado turnarla a las Comisiones de Planeación y Desarrollo y del Trabajo y Previsión Social para su estudio y dictamen, de conformidad con los artículos 199 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Tercero.-  Que en dicha Proposición, los diputados que la promueven, externan su sentir por la situación de los distintos tipos y sistemas de pensión que existen en México, en especial los del IMSS e ISSSTE, esto por lo obsoleto de la legislación vigente, así como por las fallas que se presentan en las fórmulas aritméticas y legales de asignación de pensiones. Que en muchos casos privan de derechos y montos ganados al trabajador en edad de jubilarse. 

Cuarto.-  Señalan además, en su exposición de motivos que fundamenta su proposición, lo siguiente al referirse a este problema:

“Una erogación superior a 300 millones de pesos, en un entorno profundamente grave de problemas financieros es el que enfrenta en estos momentos el Instituto Mexicano del Seguro Social y el Instituto de Seguridad Social al Servicio de los Trabajadores del Estado. 

Actualmente el Seguro Social, asigna a su sistema de pensiones 40% de sus ingresos y el ISSSTE el 80%, lo que pone en evidencia su debilidad financiera en el muy corto plazo. 

Por ello, necesitamos completar la transformación del sistema de pensiones en México, para dar viabilidad financiera a las instituciones encargadas de la salud y la seguridad social para la mayoría de los mexicanos que tienen un empleo. 

Por años los trabajadores y patrones aportaron las cuotas correspondientes de acuerdo al sueldo de los trabajadores, estos recibían su dinero como una pensión en el momento de jubilarse a los 60 ó 65 años, o cuando por alguna incapacidad (accidente personal, de trabajo o enfermedad) ya no podía seguir prestando sus servicios. El gobierno contribuía proporcionalmente con una cantidad de dinero que se sumaba y se integraba a lo que posteriormente sería la pensión del derechohabiente. 

Con el tiempo los trabajadores enfrentaron problemas cuando requerían cobrar la pensión que les correspondía, como por ejemplo cuando un trabajador que cotizó muchos años, no trabajó de manera continua hasta los 65 años perdía su pensión, perdiendo todos sus derechos. 

Por otro lado, los trabajadores que aportan al Instituto Mexicano del Seguro Social, durante toda su vida laboral, tenían derecho a una pensión, casi idéntica a la que recibían las personas que sólo cotizaron durante diez años…..

…. En febrero de 1992, surge el Sistema de Ahorro para el Retiro (SAR), como una solución a problemas como los anteriormente mencionados, es decir este sistema, se crea como un complemento de pensiones del Instituto Mexicano del Seguro Social, como una alternativa para el país. 

Sin embargo, el Sistema de Ahorro para el Retiro como vino operando en el tiempo, no amplió sus expectativas después de varios años de su puesta en marcha, los trabajadores siempre tuvieron dudas para conocer el monto de sus cuentas, desconociendo la cantidad de dinero que tienen para su retiro. 

El drama en la actualidad es que no solamente las obligaciones son muy cuantiosas, sino que en muchas entidades públicas no existen reservas siquiera para financiar los pagos de las pensiones actuales. 

El problema real de las pensiones, es que al final de cuentas se convierte en una obligación, que tiene que ser sustentada con mayores impuestos, ya que el problema no es el saldo de la deuda que representa, sino los flujos anuales que tienen que erogarse. 

Además de ser una deuda se convierte en un gasto y con las restricciones respecto al tamaño de déficit, al final de cuentas el financiamiento para éste pago saldrá del bolsillo de los contribuyentes. Si las aportaciones actuales para formar reservas crecen, se estará Solucionando el problema de las pensiones a pagar para dentro de dos o tres décadas, pero las obligaciones a pagar antes de ese momento, difícilmente podrán ser evadidas si no es con dinero de los contribuyentes, siendo esta la verdadera bomba de tiempo que va a estallar tarde o temprano. Y: 

Considerando

Primero.-  Que estas Comisiones Unidas de Planeación y Desarrollo y del Trabajo y Previsión Social son competentes para conocer el asunto turnado en la fecha señalada por la Diputación Permanente de este Congreso, de conformidad con los artículos 96, 97,105, y 132 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Segundo.- Que ha sido analizada la Proposición con Punto de Acuerdo de los diputados del Partido Revolucionario Institucional.

Tercero.-   En efecto, el problema de las pensiones, especialmente las del IMSS y del ISSSTE, es algo que ya tiene cerca de 10 años en la agenda política y legislativa de nuestro país, y tal y como lo señalan los promoventes, las distintas reformas y mecanismos que se han creado a la fecha para tratar de abatir el déficit de dinero para cubrir esta valiosa prestación constitucional y social, ha fracasado en su mayoría, y en otros casos, no han obtenido los resultados deseados.

Cuarto.-   Por otro lado, a decir de especialistas en el Tema, entre otros motivos que orillaron al poco éxito de los sistemas como los del Ahorro para el Retiro, y las Instituciones Administradoras denominadas Afores, se debe ente otras causas a:

A) La Compleja Regulación, donde son varias las leyes y disposiciones que regulan a estos instrumentos financieros de pensión y jubilación.

B) La poca credibilidad de la que gozan ante los trabajadores.

C) La limitante de hacer aportaciones adicionales (en épocas anteriores) a los Fondos de Retiro para Incrementar la Pensión en un futuro.

D) La abrumadora cantidad de Afores que, ofrecen distintas comisiones y ventajas, confundiendo a los interesados.

La excesiva burocracia cuando se trata de obtener alguno de los beneficios que ofrecen estos paquetes de retiro. Entre otros factores.

Quinto.-  Como lo señalan los promoventes, sino se toman medidas hoy, el riesgo de un colapso económico y financiero de enorme magnitud puede verificarse en el corto plazo. 

Ante esto es importante resaltar, que al menos con relación al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, ya se promovió en fecha reciente una reforma integral a su ley, con el fin de prevenir una situación como la señalada. E independientemente de los conflictos y opiniones encontradas que la misma ha generado, no deja de ser una avance importante. Y;

Séptimo.-  Por lo anteriormente expuesto y fundado, estas Comisiones Ordinarias de Planeación y Desarrollo y  del Trabajo y Previsión Social, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 96, 97, 102, 105, 132, 134  y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, somete a su consideración el siguiente:

Dictamen

Primero.-  Que esta Soberanía,  dirija un atento y respetuoso  oficio a la Comisión de Seguridad Social de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, alertando sobre la situación de los fondos de Pensiones, especialmente los del IMSS, para que, conforme a sus Facultades, realice las Propuestas de Ley Necesarias al Pleno de la Cámara. 

Segundo.- Que en el mismo sentido anterior, se  le pida a la misma Comisión de Seguridad Social, el realizar una análisis exhaustivo del Marco Legal que Regula al Sistema de Ahorro para el Retiro y a las Afores, con el Objeto de Simplificar éste, y Permitir una Mayor Claridad, Transparencia y Eficacia en el Manejo y Administración de los Fondos Correspondientes. 

Tercero.-  Que se dirija un respetuoso exhorto a todas las Legislaturas Locales y del Distrito Federal, para que se Adhieran al Presente.

Saltillo, Coahuila a 14 de Enero de 2008.

Por la Comisión de Planeación y Desarrollo

Los C.C.  Diputados:

Luis Gurza Jaidar

Coordinador

 Dip. Jorge Arturo Rosales Saade             Dip. José Luis Moreno Aguirre

Dip. Raúl Xavier González Valdés             Dip. Román Alberto Cepeda Glz.

Dip. Francisco Javier Z’ Cruz Sánchez     Dip. José Refugio Sandoval Rdgz.
Por la Comisión del Trabajo y Previsión Social:

Los C.C. Diputados:

Dip. Leocadio Hernández Torres

Coordinador

Dip. Raúl Xavier González Valdés

Dip. Julián Montoya de la Fuente


Dip. José Francisco Cortés Lozano

Dip. Virgilio Maltos Long




































